
Honorable, 
CORTE CONSTITUCIONAL DE COL 
Bogotá D.C 

Demandante: Edler Esteban 
Asunto: Acción 
Objeto demandado: Artículo 6, 53, 
establece el régimen para el ejerc 
discapacidad mayores de edad" 
Subtema: sujetos de especial pirotección Constitucional, 
de discapacidad mental absoluta y 
presunción de legalidad respecto a'^actos sin apoyo alguno, inconstitucionalidad 
prohibición y derogatoria de la institución de la interdicción y la inhabilidad (salvaguardias 
adecuadas y efectivas para evitar el abuso- Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad-Bloque de Constitucionalidad) 

;o'Pineda' C.C: 
plica de 
la ley 1996 de 2019, 

capacidad legal 

1'028.006.047 
Inconstitucionalidad 
edio de la cual se 
las personas con 

1 , personas en situación 
inconstitucionalidad de 

Edier Esteban Manco Pineda, mayor de edad, identificado como aparece al pie de mi 
correspondiente firma, actuando en nombre propio y en ejercicio de la Acción Pública de 
Inconstitucionalidad consagrada en el artículo 241 numeral 5 de la Constitución Política de 
Colombia, en concordancia con el artículo 40 numeral 6 de la misma, reglamentada por el 
Decreto 2067 de 1.991 y con audiencia del señor Procurador General de la Nación, solicito 
se sirva realizar las siguientes: 

1. -Pretensiones: 
Solicito respetuosamente realice las siguientes declaraciones Constitucionales: 

a) Que el congreso de la República vulneró la garantía de protección a las personas 
en situación de discapacidad absoluta y relativa mayores de edad, que por una 
afección física, psíquica o sensorial o inmadurez negocial, son interdictos o 
potencialmente interdictos y aquellos que por inmadurez trastornos como 
disipadores, son inhábiles o potencialmente inhábiles. 

b) En consecuencia se declare la inexequibilidad de la palabra independiente, sin 
apoyo alguno del articulo 6 y el articulo 53 la ley 1996 de 2019, por derogar y 
prohibir la salvaguardia de la interdicción y la inhabilidad, adecuadas y efectivas de 
las personas en situación de discapacidad mayores de edad para evitar el abuso, lo 
anterior con efectos ex tune. SUBSIDIARIAMENTE se CONDICIONE las palabras 
independiente y sin apoyo alguno, bajo el entendido que no se presumirá la validez 
de los actos jurídicos realizadas por personas en situación de discapacidad mayor 
de edad si no es asistido por un apoyo, previa designación del juez de familia. 

2. - Normas sobre las cuales se predique necesariamente el cargo; Artículo 6 y 53 de 
la ley 1996 de 2019. (Certeza). 

De acuerdo a la Sentencia C-185 de 2002 el ciudadano deberá identificar la "norma sobre 
la cual se predique necesariamente el cargo. En este sentido se ataca la constitucionalidad 
del artículo 6 y 53 de la ley 1996 de 2019, por cuanto presume la capacidad legal de 
personas en situación de discapacidad que se obligan sin apoyo alguno y la derogatoria de 
la salvaguardia adecuada y efectiva de la interdicción e inhabilitación para evitar abusos en 
contra de este sujeto de especial protección Constitucional: 

LEY 1996 DE 2019 

(Agosto 26) 

"Por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la 
capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad" 

ARTÍCULO 6°. Presunción de capacidad. Todas las personas con discapacidad son 
sujetos de derecho y obligaciones, y tienen capacidad legal en igualdad de 
condiciones, sin distinción alguna e independientemente de si usar o no apoyos 
para la realización de actos jurídicos. 
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PARÁGRAFO. El reconocimiento de la capacidad legal plena previsto en el 
• presente articulo aplicará, para las personas bajo medidas de Interdicción o 

inhabilitación anteriores a la promulgación de la presente ley, una vez s e hayan 
suríido los trámites señalados en el artículo 56 de la m isma. 

yy^giARTíCULO 53. Prohibición de interdicción. Queda prohibido iniciar p r o c e s o s 
li^^tfé interdicción o inhabilitación, o sol ici tar la sentenc ia de interdicción o 

,;W///: Inhabilitación para dar inicio a cualquier trámite público o privado a partir de 
^ (̂ '•í - ' l ^ promulgación de la presente ley^ 

I Í I f !£j . - ' -.. ^ y . y • . • 
E¿:5^s>-̂ 3 .Norma const i tucional violada 

L a Sen tenc ia C-1052 de 2001 dispone que el C iudadano deberá señalar "las normas 
constitucionales que se consideren infringidas" y "la exposición del contenido 
normativo de las disposiciones constitucionales que riñe con las normas 
demandadas. De es ta forma s e han vulnerado las siguientes disposic iones 
Const i tucionales: 

FUNDAMENTO C O N S T I T U C I O N A L 

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión politice o filosófica. 

. p H í ^ t / Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
¡^['¡.'¡í:^optará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

f í l M f í f í p r o t e g e r á especialmente a aquellas personas que por su condición 
h^ljiii^dénómica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
"^^^v^'^^^"^^''^^'^^^^^ V sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

4.- Concepto de violación y síntesis de las razones de inconsti tucional idad. 
De conformidad con la Sen tenc ia C - 1 0 5 2 de 2 0 0 1 , el c iudadano deberá argumentar 
"las razones por las cuales los textos normativos demandados violan la 
Constitución" ta les razones deberán ser "claras, ciertas, especificas, pertinentes y 
suficientes". 

4.1 Razones claras: L a demanda de inconstitucionalidad e s c lara por cuanto se 
identifica de manera prec isa las disposic iones legislat ivas, ta les como las palabras 
sub rayadas del artículos 6 y el articulo 53 de la ley 1996 de 2019 , las cua les 
vulneran el articulo 13 de la Car ta Política, interpretado sistemáticamente con el 
articulo 12 de la Convención sobre los Derechos de las P e r s o n a s con Discapac idad, 
el cual funge como parámetro de constitucionalidad, por cuanto las palabras 
sub rayadas del articulo 6 de la ley 1996 de 2019 estab lece que las personas en 
situación de d iscapacidad mayores de edad, interdictos o potencialmente 
interdictos, e inhábiles o potencialmente inhábiles s e presumen legalmente c a p a c e s 
aunque para obligarse no hayan usado s u s apoyos , cuando desde su situación 
táctica realmente no conocen el impacto de s u s actos, por padecer def ic iencias 
físicas, síquicas, sensor ia les o comportamientos de prodigalidad socia l , en el caso 
de inhábiles, que le imposibilitan comprender la d imensión y consecuenc ia jurídicas 
de s u s actos y la segunda disposición jurídica, esto e s el articulo 53 de la ley 1996 
de 2019 , por derogar y prohibir una institución y garantía jurídica 
(salvaguardia) adecuada y efectiva, en términos del artículo 12 de la 
convención, para proteger los intereses de es tos sujetos, como lo e s la interdicción, 
en las personas en situación de d iscapacidad mental, la cual e s una acción 
afirmativa que tiene como fin proteger a es ta c l ase de personas de re levancia 



3 

constitucional frente a la soc iedad y respecto a la cual e s adecuada y efectiva para 
impedir a b u s o s en contra las p e r s o n a s en situación de d iscapac idad . Nótese 
que prohibe y deroga dicha institución pero dentro de la ley 1996 de 2019 no 
estab lece ningún tipo de sa lvaguard ia alguna. E l prohibir iniciar procesos de 

Jritg,ixlicción o inhabil i tación, como suspender los que s e encuentran en curso y 
T(áir P los que ya fueron dec larados, configura una afrenta a la sa lvaguardia 

iadecuada y efectiva de las p e r s o n a s en situación de díscapacidad, pues es ta 
' institución, como ya s e dijo, e s la que protege adecuada y efectivamente los 

. •, interesas patrimoniales de p e r s o n a s con una severa patología o conducta 
'í/' ' anpí-ririal que de hacer las el los mismos, dentro del tráfico jurídico, quedarían 

4.2 R a z o n e s c ier tas. L a mencionada característica s e b a s a en la identif icación de 
una ser ie de d i s p o s i c i o n e s legislat ivas reales, ex is tentes, ver i f icables, que 
t ransgrede el articulo 13 de la Car ta Fundamenta l y 12 de la Convención sobre los 

:i^0!0\s de las P e r s o n a s con D iscapac idad, al presumir la capac idad de obligarse 
é!^^)MA por s i mismo, s in apoyo alguno, a personas que no tienen la capac idad de razonar 
^§$lfríf0in adecuadamente las consecuenc ias jurídicas que de s u s actos s e desprenden y que 
WM¡$$¡^¡¡\n últ imas pueden afectar su vida y aumentar los abusos contra estas personas. En 
$twí^M'\l artículo 53 deroga la acción afirmativa y la sa lvaguardia adecuada y 
^l§l0k$ijMí;A efectiva de la interdicción como figura protectora de las personas que por sus 
; ^ L - - ^ — — condic iones menta les o de inhabilidad negocial no pueden ejercer muto propio, la 

capac idad de ejercicio y prohibe el inicio del proceso de interdicción o inhabil i tación, 
al igual que lo suspende y l lama a los ya dec larados. 

4.3. R a z o n e s pertinentes: E s t e elemento e s de vital importancia por cuanto s e 
parte de la base de la interpretación Consti tucional del articulo 13 Super ior que 
dec lara el derecho fundamental a la igualdad interpretado sistemáticamente con el 
articulo 12 de la Convención sobre los Derechos de las P e r s o n a s con D iscapac idad, 
como estándar de constitucionalidad, donde s e desprende que tal igualdad no 
puede ser formal, sino que existen personas en situación de debilidad manif iesta 
sobre las cua les de s e b e tomar medidas d ive rsas a las generales (presunción 
de legalidad sobre ac tos e jecutados por p e r s o n a s en situación de 
d iscapac idad s in apoyo alguno), como las personas en situación de d iscapacidad 
mental absoluta y relativa (interdicción, inhabilitación) , que son aquel las que no 
avizoran el impacto de s u s dec is iones en el contexto jurídico y económico. De igual 
manera la derogación de la interdicción y la inhabil i tación, la suspensión de los 
procesos y el l lamamiento incluso de oficio a los ya declarados, violenta la 
salvaguardia adecuada y efectiva a este grupo poblacional , que eviten los 
abusos contra es tos sujetos de protección Consti tucional. 

4.4 R a z o n e s c la ras y e s p e c i f i c a s : De manera detal lada y objetiva s e confrontan 
dos disposic iones jurídicas de diferente jerarquía. E n un nivel inferior el articulo 6 y 
53 de la ley 1996 de 2019 , la cual vulnera los derechos de los sujetos de espec ia l 
protección constitucional, como lo son aquel las personas que por su condición no 
pueden medir los resultados de s u s actos jurídicos en su patrimonio y deroga la 
interdicción como garantía adecuada y efect iva para este grupo poblacional y evitar 
s u s abusos , cuando es ta institución e s un reflejo de la protección que deben tener 
e s e grupo poblacional para actuar dentro del tráfico jurídico y económico, por cuanto 
s e parte de una supuesto de limite cognitivo, respecto de las personas que no tienen 
limite cognitivo alguno. 

4.4.1 Violación del articulo 13 de la Constitución Política de Colombia . 
Obligación del E s t a d o de asist i r y proteger a las personas que por s u 
condición de sa lud y/o por s u edad s e encuentran en c i rcunstanc ia de 
debilidad manif iesta. Vulneración del principio de igualdad. Tes t de 
razonabíl idad. Principio de proporcional idad. 
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júiX/ym' 
>m^y&/j 

lyíetiíanté la sentenc ia C-022 de 1996, es te Tr ibunal estableció que el principio de 
própo/jcipnalidad tenia tres estadios, a saber : 

La ttdehuación de los medios escogidos para la consecución del fin perseguido, 
la necesidad de la utilización de esos medios para el logro del fin (esto es, que no 
exista otro medio que pueda conducir al fin y que sacrifique en menor medida 

des principios constitucionales afectados por el uso de esos medios), y la 
dóMp\no.lifijo^^ en sentido estricto entre medios y fin, es decir, que el principio 

(pptisfecfio por el logro de este fin no sacrifique principios constitucionalmente más 
fí^jportantes. 

- ^ Hm frí <i'rí'' 
mm&m y¡r.<^'jmm^&^!p^^^^ 6 de la ley 1996 de 2019 t iene como propósito, que de buena fe creo, en 
l i i l ' lL l - -—— -geínerar mayor inclusión a las personas en situación de d iscapac idad, por lo que 

entonces cumplir la el primer estadio, correspondiente a que tal medida legislativa 
propende un fin const i tucionalmente legitimo, como e s el de la igualdad en su 
es fe ra formal o su inclusión en el contexto socia l . 

No lo mismo sucede con la neces idad , pues en este sub principio equipara tanto 
a personas que tienen realmente plena capac idad, como aquel las que ca recen 
materialmente de el la y actúan s in apoyo alguno, ya s e a por razones de salud o 
def iciencia comportamental. E n es te orden de ideas, la Corte Constitucional ha 
decantado que el principio de igualdad no consiste en una igualdad formal, al mejor 
estilo de la revolución f rancesa , una igual ante la ley, como lo e s la presunción 
de capac idad legal para todas las pe rsonas , s ino que propende, como lo 
af i rmarla Aristóteles en la Ética a Nicómaco, "tratar igual a los iguales y desigual 
a los desiguales". E n este orden de ¡deas existen otros medios diferentes a la 
presunción de capac idad legal que s e le endilga a los actos real izados s in apoyo 
alguno, que conl levan al mismo fin, como el régimen de guardas establecido en la 
ley 1306 de 2009, el cual reconoce que dentro del tráfico jurídico y económico 
existen un grupo poblacional que debe se r protegido jurídicamente ante la 
agresiv idad del contexto jurídico y económico respecto de personas que no 
comprenden ta les d imensiones de s u s actuac iones, tal como las personas en 
situación de d iscapacidad mayores de edad. 

E l presente caso , e s decir, aquel la que v e r s a que todas las personas s e presumen 
legalmente c a p a c e s aunque hayan actuado s in apoyo alguno, aunque bilógica y/o 
psicológicamente no lo s e a n , e s una agrupación que genera discr iminación, por 
cuanto s e parte de la base que aquel las personas que por razones de salud o 
inmadurez, s e comportan con el mismo raciocinio y madurez que aquel las personas 
que NO tienen una afección psíquica, física, sensor ia l y han actuado s in el 
acompañamiento de s u apoyo. 

Aqui e s importante resaltar que el régimen de guardas que s e estableció en la ley 
1306 de 2009, que fue derogado por la ley 1996 de 2019, propendió por proteger a 
las personas en situación de d iscapacidad y brindar inclusión en el mundo jurídico 
y económico, mediante la figura de consejeros y guardadores, as ignados después 
de la declaración judicial de interdicción e inhabil itación y posterior asunción de los 
guardadores, sin excluir su rehabil i tación para que la m isma persona sujeta a 
interdicción o inhabil itación solicitara su rehabil i tación ante el j uez de famil ia y sin 
excluir la garantía de su capacidad legal. 

E s a s i como es ta presunción de capac idad legal respecto a las personas en 
situación de d iscapacidad que han actuado s in apoyo alguno, en vez de 
sa lvaguardar los derechos de las personas en situación de d iscapac idad, favorece 
un riesgo y/o abuso que potencialmente puede impactar en vida patrimonial, al 
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• d í ^ t f í ^ expues tos con obl igaciones desproporc ionadas adquir idas sin 
• raffifflitipañarniento en un contexto pesado de tráfico iuridico y económico. 

J 0 ^ ' W ^ Constitucional mediante la sentencia T-185 de 2018 estableció lo siguiente 
•kM§íS00^ ^ di ferencia entre DMA y DMR: 

DISCAPACIDAD MENTAL RELATIVA Y ABSOLUTA-Díferencias 

La Lev 1306 de 2009 diferencia entre la discapacidad mental relativa y absoluta, la 
^r-rrT-—primera se predica de quienes "padezcan deficiencias de comportamiento, 

M!c\y¿d-;'d 'prodigalidad o inmadurez negocial y que, como consecuencia de ello, puedan poner 
0y&r!íiT'j\ serio riesgo su patrimonio"; y la segunda, se refiere a quienes "sufren una 

' ,^ d / ; dí^$^^ o patologia severa o profunda de aprendizaje, de comportamiento o de 
fT!0T.>k'j deterioro mental". En el caso de la discapacidad mental relativa, el articulo 32 
•ó;^í¡mf-}0<:ü^ispone la medida de inhabilitación respecto de aquellos negocios que, por su 

—^ cuantía o complejidad, hacen necesario que el afectado cuente con la asistencia de 
un consejero. En relación con la absoluta, la disposición número 25 establece una 
medida más drástica: la interdicción, la cual consiste en la privación de la capacidad 
de ejercicio de la persona, la respectiva anotación en su registro civil de nacimiento 
y el nombramiento de un curador para que decida por ella y administre su 
patrimonio. 

Como s e desprende de lo dicho por el tribunal, son personas que t ienen una 
afectación que no poseen las personas con capac idad biológica plena y equiparar, 
por medio de una presunción legal que aquel las personas que tiene limites en su 
conducta, por patologías o problemas de comportamiento, con aquel las personas 
que no t ienen dicha dificultad, configura una vulneración al articulo 13 superior. 

De igual manera la forma para proteger a las personas en situación de d iscapacidad 
mayores de edad, el Es tado debe adoptar sa lvaguard ias a d e c u a d a s v efect ivas 
como lo e s la interdicción o inhabil itación, una acción afirmativa en procura de su 
integridad patrimonial, y la conformación de una capac idad jurídica plena, de quien 
requiere s e r apoyado en los negocios diarios o específ icos, s e ve menguada con 
la prohibición de iniciar procesos de interdicción, con la suspensión de los mismos 
y con el l lamamiento de oficio que debe hacer el juez frente a las personas 
dec la radas interdictos o inhábiles mediante proceso judicial, ya que e s un escudo 
jurídico que este grupo poblacional t iene para protegerse jur íd icamente en el 
entorno socia l y de evitar el abuso que s e puede cometer contra es tas personas, 
cuando actúan s in apoyo. 

V IOLACIÓN D E L ARTÍCULO 12 D E L A CONVENCIÓN S O B R E L O S D E R E C H O S 
D E L A S P E R S O N A S C O N D I S C A P A C I D A D . 

Articulo 12 Igual reconocimiento como persona ante la ley 

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con díscapacidad tienen derecho 
en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos ios 
aspectos de la vida.-12-

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar 
acceso a las personas con discapacidad ai apoyo que puedan necesitar en el 
ejercicio de su capacidad jurídica. 
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rt^iyi^'(|s Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al 
%jé feicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaquardias adecuadas v 

y éféctiyas para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en 
kL'rriálpriB de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas 

,xB/> wítyaf/v'ís al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las 
ríJ^i-preferéncias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, 

que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se 
apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos 
por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e 

• 't\HCí^liT imp^i'^^i^l- Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas 
':^0My!;- afecten a los derechos e intereses de las personas. 
••)'/ifM'IfJrí/F^ 
i'j'jhjljy0rí/! 5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán 

Itodas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de 
^J^í^jfyydl- ¡las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser 

propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener 
acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad 
no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

S e vulnera el numeral 3 del articulo 12 de la Convención, que estab lece que Los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su 
capacidad jurídica, por cuanto la m isma prescr ibe que las personas en situación 
de d iscapacidad que puedan necesi tar el apoyo para la práctica de capac idad de 
ejercicio, deben ser realmente acompañadas o apoyadas en dicha actividad jurídica. 
Aqui e s importante resaltar que todo sujeto de derecho tiene dos f a s e s de 
capac idad; 1 . L a capac idad de goce y de ejercicio. E n el c a s o de las personas en 
situación de d iscapac idad, mayores de edad, t ienen capacidad de goce con el mero 
hecho de nacer, pero para la configuración de la capac idad de ejercicio, s e requiere 
de una persona que dimensione los impactos (apoyos) que de s u s dec is iones s e 
der ivan. 

S e debe real izar una precisión conceptual . E n Colombia la capac idad jurídica s e 
divide en 2: Capac idad de goce y capac idad de ejercicio. L a capacidad de goce 
s e tiene desde el nacimiento hasta los 18 años, en algunos c a s o s existe autorización 
legal para v incularse por sí mismo antes de dicha edad. L a capacidad de ejercicio 
s e adquiere una vez cumplida la mayoría de edad , evento en el cual s e e s c a p a z 
de contraer obl igaciones y adquirir derechos. 

A s i que si la persona en situación de d iscapacidad requiere apoyo para poder 
obl igarse en su entorno, pero lo hace sin dicho apoyo, la presunción de capacidad 
legal establec ida en el articulo 6 de la ley 1996 de 2019 queda intacta aún en el 
evento en que dicho acto s e a contraproducente y abusivo para los intereses de 
dicha persona, vulnerando a s i la obl igación de los Es tados en estructurar 
sa lvaguard ias a d e c u a d a s y efect ivas para evitar el abuso , establecido en el 
numeral 3 de la convención de las personas en situación de d iscapac idad. 

E s a s i como s e afirma que las personas en situación de d iscapacidad tienen 
capac idad de goce, sin embargo, la capac idad de ejercicio e s efect iva, s iempre y 
cuando esté bajo el acompañamiento, en es te c a s o del apoyo gue s e a declarado 
en p roceso judicial, quien e s con quien conforma la capacidad plena de obligarse, 
ya que e s el polo a tierra de los intereses de la persona en situación de 
d iscapac idad, que pretende evitar abusos en s u contra. 
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Tan ta e s la vulneración a la convención que la ley 1996 de 2019 no estab lece las 
/aguardías a d e c u a d a s y efect ivas para prevenir el a b u s o en contra de las 
>onas en situación de d iscapac idad mayores de edad. E l único articulo que 
luncia la palabra sa lvaguard ias e s el 5, el cual es tab lece criterios para la misma, 

no indica cuáles son e s a s sa lvaguard ias y las pretende aseme ja r con el 
to de apoyos, el cual no e s una sa lvaguard ia adecuada y efect iva, sino, como 

''"'''^%;jbÍJ¡ca el numeral 4 y 5 del articulo 3 de la ley 1996 de 2019, una as is tenc ia , formal 
" e ^ n f o r m a l para facilitar y garant izar el proceso de toma de dec is iones o el 

reconocimiento de una voluntad exp resada de manera ant ic ipada, por parte del 
titular del acto jurídico determinado. 

L a figura de la interdicción e inhabilidad son sa lvaguard ias adecuadas y efect ivas, 
porque e s una figura protectora de es te tipo de personas, que funge como un 
blindaje para evitar el abuso frente a es tas , después de un proceso jur isdiccional, la 
asignación de un guardador (que ahora s e l lama apoyo), y la declaratoria de 
interdicción e inhabilidad que s e registra en los folios de registro civil de nacimiento. 
Es to permite una protección frente al abuso que s e comete contra es tas personas, 
ya que quien pretenda negociar con los benef ic iados, deberá saber que debe actuar 
de buena fe, que tiene una protección espec ia l por parte del Es tado y que en el 
evento de pretender extral imitarse, los actos que los des favorezcan , no tendrán 
efecto jurídico alguno o s e podrá pretender la nulidad de dichos actos. 

J U R I S P R U D E N C I A C O N S T I T U C I O N A L A C E R C A D E L A GARANTÍA D E L A 
INTERDICCIÓN D E P E R S O N A S E N SITUACIÓN D E D I S C A P A C I D A D 

E n la sentenc ia T -362 de 2017 , estableció que: 

El proceso de interdicción 

9. El artículo 4 7 Superior dispone que el Estado tiene la obligación de adelantar una 
política de previsión, rehabilitación e integración social para "los disminuidos físicos, 
sensoriales y síquicos, a quienes se prestará la atención especializada que 
requieran". 

10. En cumplimiento de dicho mandato, el Congreso de la República profirió la Ley 
1306 de 2009[29J, la cual establece el deber de protección e inclusión social de 
toda persona con discapacidad mental o que adopte conductas que la Inhabiliten 
para su normal desempeño en la sociedad. Adicionalmente, consagra el régimen 
de la representación legal de "incapaces emancipados", a través de guardas, 
consejerías y sistemas de administración patrimonial. 

En este sentido, el artículo 2° de la norma anteriormente referida dispone que son 
sujetos con discapacidad mental quienes padezcan limitaciones psíquicas o tengan 
comportamientos que no les permitan entender el alcance de sus actos. 

Asimismo, el articulo 5° de la misma normativa, establece que son obligaciones de 
la sociedad y del Estado, entre otros, la protección de las personas con 
discapacidad mental y la garantía del disfrute pleno de todos sus derechos, de 
conformidad con su capacidad de ejercicio. 

Adicionalmente, los artículos 17 y 25 de tal Ley disponen que la interdicción es 
una medida de restablecimiento de derechos de quienes están en situación 
de discapacidad mental absoluta, es decir, quienes sufren una afección o 
patologia severa o profunda de aprendizaje, de comportamiento, o de 
deterioro mental. 
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As¡í¡0ifk), el artículo 29 de tal norma establece que por lo menos una vez cada 
añ0éPmez del proceso debe revisar la situación del sujeto que ha sido declarado 
inhMíctA ya sea de oficio o a petición del guardador. Para lo anterior, el juez debe 
déch0^;un examen que incluya un análisis psicológico y físico por parte de un 
'égfjiAg dnferdisciplinario. Lo anterior, garantiza que el juez natural realice un 

,>Íé9^M*^%^o de la persona que no puede agenciar sus derechos directamente y 
.rí'Éiéicionalmente permite verificar que el guardador utilice los recursos en beneficio 

del interdicto. Esto se refuerza con lo establecido en el articulo 127 de la misma 
Ley, en la que se determina el tipo de responsabilidad que tiene la persona que ha 
sido nombrada como guarda. 

rciriíHLb. W es necesario precisar que de conformidad con lo establecido en el 
• íf$ffí^?íM'-' frtículo 30 de la Ley 1306 de 2009, cualquier persona puede solicitar la 

.kj/ríifjkrírí'j^habilitación del interdicto, incluso él mismo. Con ello, se asegura que la persona 
l'^(^Ñ0l^ue ha recuperado su capacidad jurídica pueda asumir nuevamente la 
/^Ml^^^l'0dministración de sus recursos. 

No obstante, en el 2014 ya estaba vigente la Ley 1306 de 2009, que establece que 
el proceso de interdicción es aplicable a las personas con discapacidad mental 
o que adopten conductas que las inhabiliten para su normal desempeño en la 
sociedad, lo que significa que es procedente para las personas que han sido 
diagnosticadas con pérdida de conciencia. 

17. Con fundamento en lo anterior, se evidencia que el proceso de interdicción 
busca protegerá las personas que han perdido su capacidad jurídica temporal 
o permanentemente, a través de la representación de otra que se encuentre 
facultada para ejercerla. En este sentido, se resalta la Importancia de que sea el 
juez natural a través del proceso de interdicción, el que defina la persona adecuada 
para proteger los derechos de quienes no pueden hacerlo por su propia cuenta. En 
efecto, es más perjudicial para el titular de los derechos que se conceda la 
administración de sus recursos sin que exista un verdadero estudio sobre la persona 
indicada para dicha labor. > . 

4.5 R a z o n e s suf ic ientes . L a menc ionadas normas son contrar ias a la Consti tución 
y a la convención, por cuanto presume la capac idad de personas que realmente no 
lo son, aún más cuando han actuado sin apoyo alguno e igualmente deroga y 
prohibe la institución de la interdicción como medida afirmativa, sa lvaguard ia 
adecuada y efect iva en pro de los intereses de las personas en situación de 
d iscapac idad. 

4.6. Principio pro act ionei E n el evento de hallar en la presente demanda algún 
vicio, inexactitud e indeterminación, solicito respetuosamente s e aplique el principio 
pro actione y en es te sentido s e interprete la m isma y s e falle de fondo la pretensión 
expues ta , en el sentido de declarar inexequible el articulo 6 y 53 de la ley 1996 de 
2019 . 

5. - Razón por la c u a l l a corte const i tucional e s competente. 
De conformidad con lo dispuesto por el articulo 241 numeral 5 de la Consti tución 
L a Corte Consti tucional e s competente para conocer de es ta acción, por cuanto s e 
a c u s a una de inconstitucionalidad una ley de la Repúbl ica. . 

6. - Potencial c o s a juzgada Const i tucional - C o s a juzgada Const i tucional 
Aparente. 

Sobre las d isposic iones a tacadas no existe pronunciamiento alguno en control 
abstracto de Consti tucionalidad por parte de es te Tr ibunal . Sólo existe en curso una 
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d e m a r i f l ^ i p inconstitucionalidad que está en la e tapa de admisibi l idad, que impulsa 
el maé^étt^álo Alberto Ro jas R i o s con referencia 13525. 

7. -ArieiC^'í^;|)e conformidad con lo dispuesto por el articulo 2 del Decreto Nro. 2067 
de 1 ,9^ i | ^ | pxo copia de la demanda. 

8. -b i recc fanes para las notif ícaclones. 
Dirección: Car re ra 49 N° 7-sur 50 Medell in, Antioquia, Colombia. 
Celular ; 3106707039 
Ema i l : eemancop(a)eaf¡t.edu.co 

Cordialmente, 

.0¡Éf$\^ 
| EDIÉR ESTEBAN MANCO PINEDA 

CC: 1'028.006.047 de Apartado, Antioquia. 

Jmwiáp'Jy 
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DILIGENCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 

Artículo 2.2.6.1.2.4.1 del Decreto 1069 de 2015 
22S1 

En la ciudad de Medellín, Departamento de Antioquia, República de Colombia, el primero (01) de 
noviembre de dos mil diecinueve (2019), en la Notaría Diecinueve (19) del Círculo de Medellín, 
cornbaT)eció: 
EDlERyisTEBAN MANCO PINEDA, identificado con Cédula de Ciudadanía/NUIP #1028006047, presentó 
e i d ^ ^ dirigido a CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA y manifestó que la firma que 

. fpa/ece en el presente documento es suya y acepta el contenido del mismo como cierto. 

513wo60eh2co 
01/11/2019-16:10:12:719 

- . 0 7 ; • / • ¿¿5-/,?/'^-, 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto-Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante 
cotejo biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base 
de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus 
datos personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría 
Nacional del Estado Civil. 

•JÁ%Mf^^i$í^^^ifi4^Y^..(,19) d.el Círculo de Medellín - Encargada 

'•••''*'''*'*¿ilijÍ^sw^ en www.notariasegura.com.co 
Número Unico~3e'fransacdón: 513wo60eh2co 



Servientrega S A NIT 860,512 330-3 Principal: Bogotá D,C . Cotombia Av Calle 6 No 34 A - 1 1 , Somos 
•*3randes Comribuyenles, Resolución DIAN 012635 del 14 Diciembre de 2018. Autoretenedores Resol. 

DIAN:09698 de Nov 24/2003 Responsables y Relcnedores de IVA 

Cód: C D S / S E R : 1 - 4 0 - 1 0 3 

C A L L E 100 # 109-31 

E D I E R E S T A B A N MANCO 

T e l / c e l : 3106707029 

Ciudad: MEDELL IN 

País: COLOMBIA 

Cod. Postal: GOOOOOQOO 

Opto: A N T I O Q U I A 

D . I . / N I T : 1028006048 

Email: F A G T U R A . R E T A I L @ S E R V I E N T R E G A . C O M 

R E C I B I A C O N F O R M I D A D ( N O M B R E L E G I B L E . S E L L O Y D.l.) 

Observaciones en la entrega: 

GUlA No. 9105382531 

lillllilllllllllll 
FECHA Y HORA DE ENTREGA 

/ / / 

F e c h a : 0 1 / 1 1 / 2 0 1 9 17:03 

Fecha Prog. Entrega:02 / 11 / 2 0 1 9 

GUIA No. 9105382531 
FIRMA DEL REMITENTE 

(NOMBRE LEGIBLE Y D.L) B O G 
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C30 

DOCUMENTO UNITARIO PZ: 1 
BOGOTA 

CUNDINAMARCA 
SIORMAL 

CONTADO 
T E R R E S T R E 

C A L L E 12 # 7 - 65 P ISO 2 

C O R T E CONSTITUCIONAL - P A L A C I O D E J U S T I C I A 

Tel/cel: 3506200 D.I./NIT: 3506200 

País: COLOMBIA Cod. Postal: 111711 

e-mail: N0@H0TMAIL .COM 

Dice Contener: D O C U M E N T O S 
Obs. para entrega: 
Vr. Declarado: S 5.000 
Vr. Flete: $ O 
Vr. Sobreflete: S 350 
Vr. Mensajería expresa: $ 10,000 
Vr. Total: $10 ,350 

Vr. a Cobrar; $ O 

Vol ( P z ) : / / Peso P z (Kg) : 
P e s o j V o l ) : P e s o ( K g ) : 1.00 
No. Remisión: 

No. Bolsa seguridad: 

No. Sobreporte: 

No. Guía Retomo Sobreporte: 

6! usuarsi dsja espresa renslannia que tuvo conocimiento del contrato que se encuentra pobicado en la página web as Servientcega Syt.www.aervienirega com y en las carteleias 
obleadas en los Centros de Solocones gue regala et servicio acordado enpe las partes, cuyo contenido claosular acepia erpresamenie con la suscripción de este documento. Asi mismo 
declara conocer nuestro Aviso de Privaculad y Aceptar \a Poiituta de Protección de Datos Peteoftalat los coates se encttettltan en el stlio iweb. Para te preseotacion de peticicoe*. quejas y 
requisos remitirse ai poital weO www.servientrega.com o a la linea leletómca: (11 7700200. 

t>C..5.CL.tbtt4-tTCBV.r 


